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Contraloría revela que más de 
25.000 funcionarios salieron 
del país estando con licencia 
INFORME, Escándalo entre 2023 y 2024 se destapó al cruzar datos. Mundo político lo 
consideró “fraude social”. Junji lidera los casos. Por 

Redacción 

in escándalo se desató 
ayerluego de quela Con- 
raloría General de la Re- 

pública (CGR) publicara un in- 
forme en el que establece que, 
entre 2023 y 2024, 25.078 fun- 

cionarios públicos o de entida- 
des que cumplen esa función a 
nivel nacional incumplieron el 
periodo de reposo indicado en 
sulicenciamédica por haber via- 
jado fuera del país durante ese 
mismo lapso o parte de él. 

Deacuerdo con.el organis- 
mo, para esos funcionarios se 
emitieron35.58Sicenciasmédi- 
cas, delas cuales el 69% corres- 
ponde a permisos entregados 
por Fonasa y el 31% por las dis- 
tintas isapres. Y según los datos 
entregados por la Policía de In- 
vestigaciones de Chile (PDI) los 
titulares de esas35.585licencias 
entraron osalieron del país en 
59.5750porumnidades duranteel 
respectivo permiso dereposo. 

Otros datos del análisis de la 
CGR revelan que, tanto en 2023 
comoen2024,lassalidasoentra- 
dasal país seconcentraronentre 
septiembre y diciembre y que 

Denuncias y sumarios — daciónintegracon1.934;ylaMu- 

Traslarevelación de CGR, la 
ministra(s) de Salud, Andrea 
Albagli,detallóque hanrealiza- 
do*yacercade300 denuncias 
al Ministerio Público porlicen- 
cias falsas, por doble emplea- 
dorytambién porsalidas del 
país, que es hoy díalo quein 
formala ContraloríaGeneral”. 
Añadió que “hemosiniciado 
lossumarios respectivosento- 
dasestas instituciones. Obvia- 
'mentese han rechazado todas 
laslicencias médicas que están 
asociadasa estos funcionarios, 
loque implicaque luego tienen 
quedevolverestos recursos 
queestaban garantizadospor 
eldescansoreparatori 

  

  

¡5 funcionarios oservidores pú 
blicosregistran entre16 y30 en- 
tradasosalidasdel paísmientras 
cursaban licencia médica. 

Deltotal, 13servicios concen- 
tran el 25% de los permisos mé- 
dicos emitidos. Entre las entida- 
des que máslicencias emitieron 
están: Junta Nacional de Jardines 
Infantiles Jun), con 2.280; Fun- 

nicipalidad de Arica, con719. 
Por otro lado, las regiones 

que registran mayores entradas 
salidas de funcionarios que in- 
terrumpieron el periodo de re- 
poso delalicenciamédicason la 
Región Metropolitana con 
26.032 registros (43,7%), Arica y 

Parinacota 10.043 (16,9%) y Ma- 
galanes 5.980 10,0%). 

Inclusoseespuso un casoen 
el queunfuncionario delasalud 
emitió para sí mismo una licen- 
ciamédicay salió del país duran- 
te el periodo que se autoasignó. 

  

“FRAUDE SOCIAL” 
Elinforme generó reacciones de 
condena en los candidatos a La 

Moneda. Evelyn Matthei acusó 
quese trata de “fraude y abuso” 
y apuntó que “se deben instruir 
sumarios y sacar a quienes abu- 
san, incluidos los médicos que 

hay detrás de estas licencias fal- 

sas”. Carolina Toháalfirmó quese 
trata de un “fraudesocial(..) En 
nuestro gobierno vamos a com- 
batirlas licenciasfalsas, especial- 

mente en el Estado”. 

José Antonio Kastafirmóque 
“losabusos alsistema se han con- 

región, la RM, Arica y Magallanes. 

ado"; 
   

  

vertido en una estafa al Est 

lenecesitaservidores públicosa 
laaltura desu gente”; Johannes 
Kaiser apuntó que “existe una 
crisis moral profundísima en 

  

argumentó que “estas conductas 
abusivas dañanlafe pública”. 

También hubo reacción de 
los parlamentarios: el diputado 
Miguel Mellado (RN) anunció 
una denunciaenla Fiscalía “por 
fraudeal Fisco”, mientrasquela 
diputada Natalia Romero (ban- 
cada UDI) afirmó que “es una 
verdadera estafa al Estado que 
lamentablemente quedaimpu- 
ne. Esimpresentable que en to- 
doestetiemponadiehayadetec- 
tadoel modus operandidemiles 
defuncionariosquesimplemen- 
teseaprovecharon del sistema”. 

Desdeeloficialismo, elsena- 
dorJuan Luis Castro (PS) asegu- 
ró querecurrirá al Consejo de 
Defensa del Estado: “Esuna ver- 
gilenza queseesté degradando 
la licencia médica al punto de 
quecualquiera tiralicencia mé- 
dica como Pedro por su casa y 
noleimporta engañar al Fiscoy 
quela platase pierda”. — 03   
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Pícaros en el estado 

entro de las noticias más alarmantes de estos días se 

encuentra un informe de la Contraloría General de 
la República. Según ese informe, entre el año 2023 y 

el año 2024, más de25.000 funcionarios o servidores públi- 
cos viajaron fuera del país mientras poseían una licencia mé- 
dica; es decir, en vez de guardar reposo, ponerse el termó- 
metro, e ingerir fármacos como la prescripción médica lo 
exigía, prefirieron viajar, hacer turismo y darse unos días de 
asueto. 

Ensuma, esos 25.000 funcionarios obtuvieron licencias 

médicas para estafar al estado. 

Conviene detenerse en el significado que esa conducta 

posee. 
Desde luego, muestra hasta qué punto el discurso delos 

funcionarios suele ser contradicho por la conducta que lle- 
van a cabo, de manera que el primero muchas veces opera 
como un disfraz de la segunda. 

Enefecto, quienes forman parte de laadministración pú- 
blica suelen elaborar una narrativa acerca de si mismos y de 
su propia función que destaca el apego al deber, al interés 
público y al bienestar social. Esa imagen suele, además, con- 
traponerse, según quienes la sostienen y la divulgan, a lo que 
ocurriría en el sector privado: este estaría plagado de opor- 
tunismo, enamorado del lucro y ajeno a los intereses gene- 
rales de la sociedad. Ensuma, conforme a esaimagen, la ad- 
ministración pública estaría compuesta por servidores pú- 
blicos, personas ajenas al egoísmo y fanáticos del deber y del 
bien común, en tanto las empresas estarían infectadas de 
buscadores derentas, gentes que buscan lucrar atendiendo 
sobre todo a sí mismos. 

Ajuzgar por los datos de la Contraloría, ese discurso es 
falaz y no refleja deltodo la forma en que quienestienenem- 
pleos públicos se comportan. Hay en ellos, al parecer, tanto 
oportunismo en favor del propio interés, que el que se en- 
cuentra en cualquier sector privado. Pero como el estado es 
común odetodos, nadievigila demasiado lo que se hacecon 
los recursos (a eso, que advirtió tempranamente Santo To- 
más, la literatura lo llama “tragedia de los comunes”), algo 
que en cambio no ocurre en las instituciones privadas enlas 
que, al haber un dueño, existe mayor interés en cuidarlos. 

El dato es muy relevante para un problema que ha esta- 
do en el centro del debate público el último tiempo y que 
puede resumirse en una pregunta: cuando un bien (como la 
educación ola salud)se financia con recursos públicos ¿sig- 
únifica que también debe ser provisto o administrado porel 
estado? En suma ¿los recursos que el estado destina a salud 

'o.educación deben seradmini: poragencias tambi 
estatales? 

En la respuesta a esa pregunta que estará, sin duda, en 
los debates presidenciales, hay un argumento queya no po- 
drá darse, aquel según el cual esos recursos deben ser ad- 
'ministrados por funcionarios pertenecientes a la esfera del 
estado, puesto que de otra manera serían presa del lucro o 
el egoísmo de los administradores privados. Porque lo que 
muestra este informe de Contraloría -cuya utilidad es dificil 

de exagerar- es que en la administración pública -centrali- 
“zada o no y en las municipalidades- hay muchos pícaros y 
enfermos imaginarios que sesirven de las reglas para, en be- 
neficio propio, despilfarrar recursos públicos. 
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